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RESOLUCIÓN
Secretaría Técnica de Agricultura Nº Expte.: 01244-2026/00016
Estimar la solicitud de acceso a la información pública de XXXXX
Con fecha 27 de enero de 2026 ha tenido entrada en el Registro Electrónico Común de la Diputación Foral solicitud de acceso a información pública, al amparo de la Norma Foral 1/2017, de 8 de febrero, de transparencia, participación ciudadana y buen gobierno del sector público del Territorio Histórico de Álava, deducida por XXXXX.
Solicita información en relación con una denuncia que en fecha 16 de septiembre de 2022 presentó ante la Ertzaintza de Laudio, en la que describía tres hechos diferenciados, respecto de la que manifiesta que, indirectamente, ha tenido conocimiento de que se incoó expediente sancionador solo respecto de uno de los hechos denunciados.
Concretamente, en su solicitud interesa que se le comunique de forma expresa:
· Que el expediente incoado tras la denuncia presentada lo fue únicamente respecto de uno de los hechos denunciados.
· Que se acordó la no incoación de expediente sancionador respecto de los otros dos hechos denunciados, indicando la causa administrativa de dicha decisión.

	Nekazaritza Saila
Departamento de Agricultura
	Nekazaritza Teknikoko Zerbitzua
Secretaría Técnica de Agricultura
	Probintzia plaza, 4 1º iz
01001 Vitoria-Gasteiz
Tel.: 945 18 18 18


Refiere el solicitante que la solicitud no tiene por objeto el acceso al expediente sancionador ni a datos personales, ni tampoco la personación como interesado en procedimiento alguno, siendo su finalidad conocer la decisión administrativa adoptada.
Debe comenzarse reseñando que son numerosas las solicitudes de acceso a la información pública presentadas por XXXXX en relación con la citada denuncia y con la actividad sancionadora desarrollada por la DFA en materia de transporte de animales; solicitudes que han tenido una suerte diversa (unas han sido concedidas, otras denegadas y alguna inadmitida).
La Norma Foral 1/2017, de transparencia, participación ciudadana y buen gobierno del sector público del THA reconoce en su artículo 30 el derecho de todas las personas a ejercer el derecho a acceder a la información pública.
Pero este derecho de acceso a la información pública no es un derecho ilimitado o absoluto, en el sentido de que garantice el acceso a toda la información pública en cualquier materia, sino que está sometido a límites, siendo la regla general la transparencia o acceso y la excepción su denegación o limitación, como señala la citada Norma Foral en la exposición de motivos.
El artículo 5.3 de la Ley 19/2013, al que se remite el artículo 31 de la Norma Foral 1/2017, señala que “Serán de aplicación, en su caso, los límites al derecho de acceso a la información pública previstos en el artículo 14 y, especialmente, el derivado de la protección de datos de carácter personal, regulado en el artículo 15. A este respecto, cuando la información contuviera datos especialmente protegidos, la publicidad sólo se llevará a cabo previa disociación de los mismos”, disponiendo en el artículo 14, apartado 2, que “2. La aplicación de los límites será justificada y proporcionada a su objeto y finalidad de protección y atenderá a las circunstancias del caso concreto, especialmente a la concurrencia de un interés público o privado superior que justifique el acceso”.
Ahora bien, debe partirse de que existe una formulación amplia en el reconocimiento y en la regulación global del derecho a la información pública, que obliga a interpretar de forma estricta, cuando no restrictiva, tanto las limitaciones a ese derecho que se contemplan en el artículo 14.1 de la Ley 19/2013 como las causas de inadmisión de solicitudes de información que aparecen enumeradas en el artículo 18.1, sin que quepa aceptar limitaciones que supongan un menoscabo injustificado y desproporcionado del derecho de acceso a la información, como expone la STS 344/2020, de 10 de marzo, rec. 8193/2018, añadiendo “la Exposición de Motivos de la Ley 9/2013, de diciembre, configura de forma amplia ese derecho de acceso a la información pública, del que son titulares todas las personas, y que podrá ejercerse sin necesidad de motivar la solicitud; que este derecho solamente se verá limitado en aquellos casos en que así sea necesario por la propia naturaleza de la información -derivado de lo dispuesto en la Constitución Española- o por su entrada en conflicto con otros intereses protegidos; y, en fin, que, en todo caso, los límites previstos se aplicarán atendiendo a un test de daño (del interés que se salvaguarda con el límite) y de interés público en la divulgación (que en el caso concreto no prevalezca el interés público en la divulgación de la información) y de forma proporcionada y limitada por su objeto y finalidad".
Para dar respuesta a la presente solicitud, debe traerse a colación la Resolución 2024/1291 del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno de fecha 12/11/2024 (expediente 1050/2024) que en el Fundamento Jurídico Séptimo expone:
“Teniendo en cuenta lo anterior, la resolución de la presente reclamación debe partir de la premisa de que asiste la razón a la AEAT cuando manifiesta que la denuncia interpuesta por el ahora reclamante no da lugar, de forma automática, a la incoación de un procedimiento -pues ello solo se producirá en caso de verificarse indicios de veracidad en los hechos imputados en la denuncia-. Esto es, en función de los eventuales indicios de la comisión de una infracción se procederá o no a incoar el oportuno procedimiento.
Por otro lado, ese Consejo ha señalado en más de una ocasión que, por lo que concierne al ejercicio del derecho de acceso a la información por parte del denunciante respecto de los informes o actuaciones que han dado lugar al archivo de su denuncia, resulta irrelevante que se le conceda o no la condición de interesado en el procedimiento de que se trate. En estos casos, el interés público en el acceso a la información viene marcado por su utilidad para conocer cómo se toman por los correspondientes órganos administrativos las decisiones 
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relativas al ejercicio de una potestad reglada, y, más en concreto, cómo se adopta la decisión de archivar una denuncia o iniciar un procedimiento, existiendo un especial interés público en fiscalizar aquellas decisiones que conducen al archivo por cuanto de no existir ningún instrumento de control o de rendición de cuentas podría acabar adquiriendo carácter discrecional una potestad que no lo es.”
Esta doctrina es de plena aplicación a la solicitud que nos ocupa, por lo que procede facilitar el acceso solicitado, en los términos que se detallan en el informe técnico incorporado al expediente.
En su virtud, haciendo uso de las competencias que me han sido otorgadas por la Orden Foral 432/2025, de 17 de diciembre, por la que se delega en la persona titular de la Dirección de Agricultura la competencia para resolver las solicitudes de acceso a la información pública previstas en la Norma Foral 1/2017, de 8 febrero, de transparencia, participación ciudadana y buen gobierno del sector público del Territorio Histórico de Álava.
RESUELVO
Primero.- Estimar la solicitud de acceso a la información pública presentada por XXXXX el día 27 de enero de 2026.
Segundo.- Dar acceso a la información solicitada, que se adjunta en el Anexo I de esta Resolución.
Tercero. Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, podrá interponerse recurso contencioso-administrativo ante los juzgados de lo contencioso-administrativo de Vitoria-Gasteiz en el plazo de dos meses o, previa y potestativamente, reclamación ante el Consejo Foral de Transparencia y Buen Gobierno en el plazo de un mes; en ambos casos, el plazo se contará desde el día siguiente al de la notificación de la presente resolución.
Vitoria-Gasteiz.
David Fernández Sarabia Nekazaritza zuzendaria
Director de Agricultura
	Adeitasunez,
	Atentamente,

	2026ko otsailaren 25a
	25 de febrero de 2026



3 / 3
Jakinaraz. zkia. / Num. Notif.: 20260054734
Jakinaraz. zkia. / Num. Notif.: 20260054734

[image: ] 
Nekazaritza Saila 
Departamento de Agricultura 
 	 
 

 
INFORME / ANEXO I 
Servicio de Secretaría Técnica de Agricultura Expediente: 01244-2026/00016 
Informe acerca de las actuaciones practicadas en relación a la denuncia presentada por XXXXX ante la Ertzaintza de Laudio en septiembre de 2022 
I. XXXXX presenta denuncia ante la Ertzaintza de Laudio en septiembre de 2022 en relación con tres hechos acaecidos el 17 de septiembre. 
II. Mediante Resolución 897/2024, de 13 de febrero, de la Dirección de Agricultura se acuerda la incoación de expediente sancionador con relación a uno de los hechos objeto de denuncia, en los siguientes términos: 
««Incoar expediente sancionador a (…), en materia de ganadería, a fin de determinar la infracción en que hubiera podido incurrir y la aplicación de la sanción que en su caso proceda 
 
En fecha 30 de setiembre de 2022, este órgano administrativo ha recibido, mediante correo electrónico remitido desde la Jefatura de Unidad de la Ertzaintza de Laudio, informe sobre la presentación de una denuncia por un particular con fecha 28 de septiembre de 2022. 
En el citado informe sobre denuncia se transcribe la descripción realizada por XXXXX, de unos hechos acaecidos el 17 de septiembre de 2022. 
 
Los hechos descritos son: 
 
· En la descripción se indica que se produjo un movimiento de animales que carecía del preceptivo “documento de traslado”. El movimiento se habría producido desde la explotación de (…), hijo de las personas que portaban los animales, hasta el punto de encuentro acordado con el denunciante, ubicado frente a la comisaría de la Ertzaintza de Laudio. Según declara el denunciante, los animales objeto del supuesto son:  9 patos ‘Rova Tomare’ y ‘Canard pompom’. En principio, animales no dedicados a la renta o producción de alimentos, además de otros enseres enumerados en su escrito. El denunciante señala que las personas implicadas en ese movimiento no le facilitaron la documentación sanitaria pertinente, ‘documento de traslado’. 
· El denunciante señala así mismo que el medio de transporte utilizado en el movimiento de animales no estaba registrado 
· Por último, el denunciante señala que las personas con las que encuentra en lugar acordado carecen de autorización para transportar animales vivos. 
 	 
 
Actuaciones administrativas: 
· El Servicio de Ganadería verifica que la persona denunciada, (…), es titular de una explotación ganadera inscrita con código de registro REGA xxxxx, ubicada en xxxxx (Irurzai-Gauna, Álava). En ese código REGA están habilitadas varias subespecies, entre las que están patos y ocas. Cabe señalar que están dadas de altas como ‘Autoconsumo’. 
· El Servicio de Ganadería con la información aportada no puede verificar el resto de los términos de los hechos denunciados. La normativa sectorial establece que la identificación en esas especies no es individual, sino por categorías. Eso hace que en los documentos de traslado de esas especies no aparezcan identificaciones individuales, lo que imposibilita conocer si esos animales, u otros de la misma especie y edad, han sido objeto de movimiento. 
· De la misma manera, con la información facilitada no se puede verificar si en la explotación de origen ha habido variación de censo que indicara el movimiento de animales supuesto. La normativa sectorial regula el control del censo en estas especies a partir de Declaraciones Anuales Obligatorias, que realizan las personas titulares de explotaciones en los dos primeros meses del año sobre el censo a 1 de enero del año, y del registro de los movimientos en las Bases de Datos oficiales a partir de la extensión de los ‘documentos de traslado’. 
· Tampoco es posible verificar si el medio de transporte utilizado está registrado al no aportarse ningún tipo de identificación del vehículo. 
· En relación con la posible falta de autorización de las personas que realizaron el supuesto movimiento, se debe indicar que los movimientos de animales de la propia explotación en un radio limitado de kilómetros, como sería el caso, está exceptuado de la tenencia de certificado de competencia por parte la persona responsable del movimiento.    
· El Servicio de Ganadería mantuvo varias conversaciones telefónicas y presenciales con la persona denunciante para recabar más datos. No se aportaron evidencias que pudieran aclarar ninguna de las circunstancias expuesta en su escrito presentado ante la Ertzaintza. La última de ellas en noviembre de 2023.   
A los hechos que anteceden les son de aplicación los siguientes fundamentos jurídicos: 
 
Primero: La obligatoriedad de que todos los movimientos de animales vayan amparados en el correspondiente “Documento de Traslado” viene establecida en el Artículo 6. del Real Decreto 728/2007, de 13 de junio, por el que se establece y regula el Registro general de movimientos de ganado y el Registro general de identificación individual de animales. 
 
“Documento de movimiento. 
 
1. Todos los movimientos de ganado deberán estar amparados por un documento de movimiento debidamente cumplimentado por el titular de los animales o por la autoridad competente, que recoja los datos mínimos establecidos en el anexo VII. Este documento acompañara a los animales hasta la finalización del movimiento en la explotación de destino, sin perjuicio de las excepciones que por la utilización voluntaria de la tarjeta de movimiento equina (TME) se puedan establecer.” 
 
 
Segundo: La ausencia de los “Documentos de Traslado” correspondientes a los movimientos de las mencionadas reses es una infracción a la que le es de aplicación el régimen establecido en la Ley 8/2003 de acuerdo con lo regulado en el artículo 12 del Real Decreto 728/2007, de 13 de junio, por el que se establece y regula el Registro general de movimientos de ganado y el Registro general de identificación individual de animales. 
 
“Régimen sancionador. 
 
En caso de incumplimiento de lo dispuesto en este real decreto, será de aplicación el régimen de infracciones y sanciones establecido en la Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otro orden que puedan concurrir” 
 
 
Tercero: Estos supuestos son susceptibles de ser calificados de infracción grave según lo establecido en el artículo 84.23 (por error dice 83.23) de la Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal. 
 
Infracciones graves. 
  
Son infracciones graves: 
 
…/…. 
23. La ausencia de la documentación sanitaria exigida para el movimiento y transporte de animales, o la no correspondencia de ésta con el origen, destino, tipo de animales o ámbito territorial de aplicación, cuando no esté tipificado como falta leve.»» 
 
 
Cuarto: Para la graduación de la infracción ha de tenerse en cuenta el Artículo 82 de la citada Ley 8/2003: 
 
“Calificación de infracciones. 
 
Las infracciones contenidas en este capítulo se clasifican en leves, graves y muy graves, en la forma que se expresa en los artículos siguientes, atendiendo a los criterios de riesgo para la salud pública, la sanidad animal o el medio ambiente, grado de intencionalidad, gravedad del posible daño y dificultades para la vigilancia y control.” 
 
 
Quinto: La sanción imponible a este tipo de infracciones viene regulada en Artículo 88 de la Ley 8/2003: 
 
“Clases. 
 
1. Las sanciones que pueden aplicarse por la comisión de las infracciones previstas en esta ley son las siguientes: 
 
…/… 
b) En el caso de infracciones graves se aplicará una multa de 3.001 a 60.000 euros. 
 
2. En todo caso, el límite superior de las multas previstas en este artículo podrá superarse hasta el duplo del beneficio obtenido por el infractor, cuando dicho beneficio exceda de la cuantía máxima de la multa.” 
 
En el caso que nos ocupa, al no apreciarse circunstancias modificativas de la responsabilidad, procedería una sanción de 3.001 €, sin perjuicio de lo que pudiera resultar de la instrucción del expediente sancionador.»» 
 
III. Como se recoge en la parte expositiva de la Resolución 897/2024, dos hechos objeto de denuncia no dieron lugar a la incoación de expediente sancionador por el siguiente motivo “no se aportaron evidencias que pudieran aclarar ninguna de las circunstancias expuestas en su escrito presentado ante la Ertzaintza”. 
Vitoria-Gasteiz, 19 de febrero de 2026. 
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